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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a trece de mayo de dos mil veintiséis.      
[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 03585/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por la C. XXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo La Recurrente, en contra de la respuesta del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Zinacantepec, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha dieciocho de febrero de dos mil veintiséis, La Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00013/DIFZINACAN/IP/2026, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“Información solicitada: 1. Estructura orgánica y plantilla de personal adscrita a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes durante los ejercicios 2025 y 2026. 2. Programa anual de trabajo o plan operativo de la Procuraduría correspondiente a los ejercicios 2025 y 2026. 3. Relación estadística de asuntos atendidos durante los ejercicios 2025 y 2026, desagregada por: • Tipo de caso (violencia familiar, abandono, omisión de cuidados, pensión alimenticia, restitución de derechos, etc.). • Mes de atención. • Estatus del asunto (en trámite, concluido, canalizado, judicializado, etc.). 4. Número de asesorías jurídicas, valoraciones psicológicas y estudios socioeconómicos realizados durante los ejercicios 2025 y 2026. 5. Relación de medidas de protección dictadas o gestionadas por la Procuraduría durante los ejercicios señalados, de manera estadística. 6. Convenios de colaboración celebrados con otras dependencias, juzgados, fiscalías, instituciones educativas u organismos de la sociedad civil durante 2025 y 2026. 7. Lineamientos, manuales, protocolos o procedimientos internos vigentes para la atención de niñas, niños y adolescentes. 8. Informes mensuales, trimestrales o anuales de actividades elaborados por la Procuraduría durante 2025 y 2026. 9. Relación de capacitaciones, talleres o actividades de prevención realizadas por la Procuraduría durante los ejercicios señalados, indicando: • Tema. • Fecha. • Lugar. • Número de asistentes. 10. Presupuesto asignado y ejercido por la Procuraduría durante los ejercicios 2025 y 2026, indicando partidas presupuestales” (Sic)
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX. 

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el doce de marzo de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información 00013/DIFZINACAN/IP/2026, resultando de nuestro interés lo siguiente:
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:” (Sic)
De forma complementaria, El Sujeto Obligado adjunto los documentos electrónicos “Presupuesto asignado 2025.pdf”, “Presupuesto asignado 2026.pdf”, “Respuesta solicitud 13.pdf”, “oficio 089.pdf” y “Respuesta UIPPET 13.pdf”, cuyo contenido se tiene por reproducido como si a la letra se insertase en virtud de que serán materia de análisis en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso el recurso de revisión, en fecha veinticinco de marzo de dos mil veintiséis, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 03585/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual arguye las siguientes manifestaciones: 
Acto Impugnado:
“La respuesta” (Sic)
Razones o Motivos de Inconformidad: 
“La respuesta entregada de manera incompleta” (Sic)

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha siete de abril del año en curso, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal referido, se advierte que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha dieciséis de abril, mismo que fue puesto a la vista el veinte de abril, ambos de dos mil veintiséis. 
Por lo cual se decretó el cierre de instrucción con fecha veinticuatro de abril de los corrientes, en términos del artículo 185 Fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios. 
SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

[bookmark: _Hlk213694182]TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 
El análisis del  presente recurso, se basará en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local. 
En este tenor, es necesario subrayar que el derecho de acceso a la información pública, implica que cualquier persona conozca la información contenida en los documentos que se encuentren en los archivos de los sujetos obligados, conforme a los artículos 4, 12, 24 último párrafo y 160 de la Ley local en la materia, que a la letra citan:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
(…)
Artículo 24. 
(…)
Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.”
(…)
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se  encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.”[Sic]

Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, de acuerdo a lo señalado por el artículo 166 de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:
“Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.” [Sic]


Una vez sentado lo anterior, de una interpretación armónica a la solicitud de información 00013/DIFZINACAN/IP/2026, se desprenden las siguientes consideraciones: 

· Que el derecho de acceso a la información pública estriba en la prerrogativa de carácter constitucional que reconoce la potestad de los ciudadanos para solicitar soportes documentales generados, poseídos o administrados por los Sujetos Obligados.

· Que de una interpretación literal y gramatical a la solicitud de información 00013/DIFZINACAN/IP/2026 fueron formulados 10 -diez- requerimientos. 

· Que respecto de los requerimientos fue señalada como temporalidad “durante los ejercicios 2025 y 2026”, es decir, resulta de interés del particular información relativa al periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al treinta y uno de diciembre de dos mil veintiséis. 
Bajo este contexto, se destaca que el derecho de acceso a la información estriba respecto de aquellos soportes documentales generados, poseídos o administrados por El Sujeto Obligado que se encuentren disponibles al momento de ejercer dicha prerrogativa, es decir, excluye los siguientes actos:
Actos futuros inminentes: Son aquellos cuyo mandamiento ya se ha dictado y su ejecución puede realizarse de un momento a otro. 
Actos futuros probables: Son aquellos que pueden o no suceder, es decir, son de remota realización. 

En este sentido, al tomar en consideración que el derecho de acceso a la información pública fue ejercido el dieciocho de febrero de dos mil veintiséis resulta inconcuso que fue requerido un hecho futuro. Luego entonces, la temporalidad de los requerimientos debe de comprender del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 

· Que con relación a los puntos 1, 2, 3, 4, 5, 8, 9 y 10 se destaca que cuando los particulares no identifican de forma precisa el documento requerido bastará con que se remita cualquiera que refleje la información requerida. Al respecto cobra relevancia el criterio emitido por el entonces Órgano Garante Nacional con número 16/17 cuyo rubro y texto disponen a la literalidad lo siguiente:
“EXPRESIÓN DOCUMENTAL.
Cuando los particulares presenten solicitudes de acceso a la información sin identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, o bien, la solicitud constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de los sujetos obligados, éstos deben dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue una expresión documental. 
Precedentes:
· Acceso a la información pública. RRA 0774/16. Sesión del 31 de agosto de 2016. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Salud. Comisionada Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.
· Acceso a la información pública. RRA 0143/17. Sesión del 22 de febrero de 2017. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford. 
· Acceso a la información pública. RRA 0540/17. Sesión del 08 de marzo del 2017. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Economía. Comisionado Ponente Francisco Javier Acuña Llamas. “ (Sic)

Dichas precisiones, con fundamento en los artículos 13 y 181 cuarto párrafo de la Ley en materia, los cuales a la letra rezan: 
“Artículo 13. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, deberá suplir cualquier deficiencia para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información.
Artículo 181. … 
Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.” [Sic]
Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos formulados por el ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que versa en conocer la siguiente información:
Del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis 
1. El o los documentos donde conste la estructura orgánica y plantilla de personal adscrito a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 
2. El o los documentos donde conste el programa anual de trabajo o plan operativo de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes.
3. El o los documentos donde conste la relación estadística de asuntos atendidos desglosado por tipo caso (violencia familiar, abandono, omisión de cuidados, pensión alimenticia, restitución de derechos, etc.), mes de atención, estatus del asunto (en trámite, concluido, canalizado, judicializado, etc). 
4. El o los documentos donde conste el número de asesorías jurídicas, valoraciones psicológicas y estudios socioeconómicos realizados. 
5. El o los documentos donde consten las medidas de protección dictadas o gestionadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, de manera estadística. 
6. Convenios de colaboración celebrados con otras dependencias, juzgados, fiscalías, instituciones educativas u organismos de la sociedad civil. 
7. Lineamientos, manuales, protocolos o procedimientos internos vigentes para la atención de niñas, niños y adolescentes. 
8. El o los documentos donde consten los informes mensuales, trimestrales o anuales de actividades elaborados por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 
9. El o los documentos donde conste la relación de capacitaciones, talleres o actividades de prevención realizadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando tema, fecha, lugar y número de asistentes. 
10. El o los documentos donde conste el presupuesto asignado y ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales. 


Bajo este contexto, a efecto de identificar las unidades administrativas competentes se traen a colación las siguientes imágenes ilustrativas correspondientes al organigrama del Sujeto Obligado: 







[image: ]
De lo expuesto con anterioridad, se desprende que El Sujeto Obligado se auxilia de diversas Coordinaciones, Direcciones y Departamentos para cumplir con sus fines y objetivos, resultando de nuestro interés la tesorería, así como la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 
En virtud de lo anterior, para delimitar las fronteras conceptuales de las unidades administrativas en cita, resulta oportuno traer a colación diversos extractos del apartado VI “Objetivos y funciones por unidad administrativa” del Manual General de Organización del Sujeto Obligado, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 
MANUAL GENERAL DE ORGANIZACIÓN DEL SISTEMA MUNICIPAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ZINACANTEPEC
“TESORERÍA
OBJETIVO:
Manejar y controlar el presupuesto del SMDIFZ y administrar los recursos que conforman su patrimonio; incluyendo los recursos humanos y materiales requeridos por todas las áreas que lo conforman, así como registrar contable y presupuestalmente sus operaciones financieras para la obtención de estados financieros.
FUNCIONES: 
1. Establecer y desarrollar sistemas integrales de Planeación para la Programación y presupuestación del SMDIFZ, con el fin de optimizar el destino de los recursos;
(…)
10. Llevar a cabo las funciones en materia de Administración siguientes:
a) Vigilar el cumplimiento de las condiciones generales de trabajo del SMDIFZ;
b) Establecer y operar los mecanismos de Dirección y Control de los Sistemas Administrativos de Recursos Humanos, Financieros, Presupuestales, Patrimoniales, Materiales y de Servicios del SMDIFZ;
c) Someter a consideración de la Dirección los movimientos del personal del SMDIFZ; 
11. Llevar a cabo las funciones en materia de Finanzas siguientes:
a) Efectuar la Administración y Control de las cuentas bancarias y de inversión del SMDIFZ;
b) Presentar anualmente a la Junta de Gobierno un Informe de la situación Contable Financiera de la Tesorería del SMDIFZ;
c) Certificar los documentos bajo su resguardo cuando se trate de documentación presentada ante el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, así como del Órgano Interno de Control.
d) Integrar y autorizar con su firma, la documentación que deba presentarse al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México;
(…)
PROCURADURÍA DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES.
OBJETIVO:
Proteger y restituir los derechos de las niñas, niños, adolescentes, de la familia, de las personas con discapacidad y de los adultos mayores en condiciones de marginación y vulnerabilidad; a través de la determinación y coordinación en la ejecución y seguimiento de medidas de protección; ofreciendo servicios de asistencia jurídica y apoyando acciones de atención a la violencia familiar.
FUNCIONES:
(…)
6. Promover, difundir y proteger los derechos de las niñas, niños y adolescentes, así como de la familia, buscando la preservación de la integración familiar;
7. Establecer acciones conjuntas con las autoridades administrativas de asistencia social, de servicios de salud, de educación, de protección social, de cultura, de deporte y con todas aquellas que sean necesarias para garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes en el municipio;
(…)
12. Revisar y validar el avance de las metas y proyectos de la Coordinación, de acuerdo el Programa Trianual de Asistencia Social y el Plan Operativo Anual;
(…)
UNIDAD DE INFORMACIÓN, PLANEACIÓN, PROGRAMACIÓN, EVALUACIÓN Y TRANSPARENCIA.
OBJETIVO:
Coordinar los procesos de planeación, programación, integración y evaluación de los programas desarrollados por el Sistema, encaminando sus acciones a conocer la operación y resultados de los programas y proyectos; elaborando, evaluando y dando seguimiento al Programa Operativo Anual y del Programa Trianual de Asistencia Social del SMDIFZ, con la finalidad de identificar problemas en la implementación, para reorientar y reforzar sus políticas públicas, así como proveer lo necesario para garantizar el derecho de acceso a la información pública, a través de las facultades de gestión interna para tramitar las solicitudes de información que reciba el Sistema Municipal; verificando en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada.
FUNCIONES:
(…)
5. Recopilar, integrar, procesar y generar información de avance de metas, de estadística básica y geográfica que competa al SMDIFZ
(…)” (Sic)

Bajo este contexto, a toda luz se desprende que la tesorería administra los ingresos y egresos, lleva registros contables y también ejecuta diversas funciones en materia de recursos humanos tales como alta, baja, pago de nómina, plantilla de personal, entre otras. En contraste, la UIPPE elabora planes de trabajo, diseña indicadores para medir resultados, evalúa el cumplimiento de metas y programas, genera informes de desempeño y ejecuta otras atribuciones. Finalmente, la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes brinda asesoría jurídica en materia familiar, atiende casos de maltrato, previene riesgos de violencia. 
 De manera complementaria, resulta oportuno traer a colación los artículos 24 fracción XII y 92 fracciones II, VII y XXXII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal es el siguiente: 
“Artículo 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las siguientes obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:
XII. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones generales de transparencia previstas en la presente Ley o determinadas así por el Instituto, y en general aquella que sea de interés público;
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 
(…)
II. Su estructura orgánica completa, en un formato que permita vincular cada parte de la estructura, las atribuciones y responsabilidades que le corresponden a cada servidor público, prestador de servicios profesionales o miembro de los sujetos obligados, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables;
(…)
VII. El directorio de todos los servidores públicos, a partir del nivel de jefe de departamento o su equivalente o de menor nivel, cuando se brinde atención al público, manejen o apliquen recursos públicos, realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base.
El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento oficial asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, datos que deberán señalarse de forma independiente por dependencia y entidad pública de cada sujeto obligado;
(…)
XXXII. Las concesiones, contratos, convenios, permisos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos, debiendo publicarse su objeto, nombre o razón social del titular, vigencia, tipo, términos, condiciones, monto y modificaciones, así como si el procedimiento involucra el aprovechamiento de bienes, servicios y/o recursos públicos;
(…)” (Sic) 

Así la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en el artículo 92 fracciones II, VII y XXXII señalan que la información solicitada respecto de estructura orgánica, directorio de servidores públicos, y convenios o contratos celebrados, se tratan de obligaciones de transparencia comunes, esto es, información que por su naturaleza es pública y que los sujetos obligados deben poner a disposición del público de manera permanente y por tanto deberán mantenerla actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social. 
[bookmark: _Hlk214557213]Debe señalarse, en términos de los numerales 18 y 19 de la Ley de Transparencia local existe obligación de documentar actos de autoridad, así como una presunción de existencia de la información cuando se refiera a las atribuciones de los sujetos obligados, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 
“Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen. 
Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia. 
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.” (Sic)
Una vez sentado lo anterior, como se mencionó en el antecedente segundo, El Sujeto Obligado en fecha doce de marzo de dos mil veintiséis, dio respuesta a la solicitud de información, adjuntando para tal efecto lo siguiente: 
a) “Presupuesto asignado 2025.pdf”: Estado comparativo presupuestal de egresos del periodo comprendido del uno al treinta y uno de diciembre de dos mil veinticinco, refleja concepto, presupuesto autorizado, presupuesto modificado, presupuesto ejercido, entre otros. 

b)  “Presupuesto asignado 2026.pdf”: Estado comparativo presupuestal de egresos del periodo comprendido del uno al treinta y uno de enero de dos mil veintiseis, refleja concepto, presupuesto autorizado, presupuesto modificado, presupuesto ejercido, entre otros. 

c)  “Respuesta solicitud 13.pdf”: Oficio número ZIN/TESO/SMDIFZ/060/2026 signado por el tesorero, dirigido al titular de la UIPPE, de fecha veintisiete de febrero de dos mil veintiséis, respecto del punto 1 (estructura orgánica y plantilla) proporciona liga en formato cerrado. Asimismo, resulta de nuestro interés el siguiente extracto:

“… así mismo, se informa que el reporte 2026 no refleja el presupuesto ejercido derivado de que se está integrando el primer informe trimestral del año en curso, mismo que se entrega al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México…” (Sic) 
d) “oficio 089.pdf”: Oficio número ZIN/PPNNA/SMDIFZ/089/2026 signado por el procurador de protección de niñas, niños y adolescentes, dirigido al titular de la UIPPE, de fecha tres de marzo de dos mil veintiséis, en lo medular proporciona diversas estadísticas y ligas cerradas vinculadas con los requerimientos formulados. 

e)  “Respuesta UIPPET 13.pdf”: Oficio número ZIN/UIPPET/SMDIFZ/0071/2026 signado por el titular de la UIPPE, dirigido al solicitante, de fecha once de marzo de dos mil veintiséis, refiere adjuntar oficio de respuesta emitido por el servidor público habilitado estimado competente.


De ahí que deba arribarse a las siguientes inferencias: 








	Solicitud de información 00013/DIFZINACAN/IP/2026

Del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 

	Respuesta
	Colma

	1) El o los documentos donde conste la estructura orgánica y plantilla de personal adscrito a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 

	Para consulta de la información proporciona liga en formato cerrado

[image: ]
	No

	2) El o los documentos donde conste el programa anual de trabajo o plan operativo de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes.

	No se pronuncia
	No

	3) El o los documentos donde conste la relación estadística de asuntos atendidos desglosado por tipo caso (violencia familiar, abandono, omisión de cuidados, pensión alimenticia, restitución de derechos, etc.), mes de atención, estatus del asunto (en trámite, concluido, canalizado, judicializado, etc). 

	Dicha información está resguardada en la cédula de base de datos, no entrega el documento
	No

	4) El o los documentos donde conste el número de asesorías jurídicas, valoraciones psicológicas y estudios socioeconómicos realizados. 

	Procurador de protección de niñas, niños y adolescentes proporciona la siguiente estadística:
Asesorías jurídicas: 588
Valoraciones psicológicas: 75
Estudios socioeconómicos: 10436
	Sí

	5) El o los documentos donde consten las medidas de protección dictadas o gestionadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, de manera estadística. 

	No es la autoridad competente, colabora con el DIF Estado de México, quien es la autoridad que las establece
	No

	6) Convenios de colaboración celebrados con otras dependencias, juzgados, fiscalías, instituciones educativas u organismos de la sociedad civil. 

	La Procuraduría no firma convenios, es la Presidencia del DIF
	No

	7) Lineamientos, manuales, protocolos o procedimientos internos vigentes para la atención de niñas, niños y adolescentes. 

	[image: ]Se proporciona liga en formato cerrado: 
	No

	8) El o los documentos donde consten los informes mensuales, trimestrales o anuales de actividades elaborados por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 

	[image: ]Se proporciona liga en formato cerrado
	No

	9) El o los documentos donde conste la relación de capacitaciones, talleres o actividades de prevención realizadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando tema, fecha, lugar y número de asistentes. 

	Se remite relación de capacitaciones con fecha, lugar y número de asistentes 

[image: ]
	Sí

	10) El o los documentos donde conste el presupuesto asignado y ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales. 

	Estado comparativo presupuestal de egresos 2025

Estado comparativo presupuestal de egresos correspondiente al mes de enero 2026, no refleja egresos. 
Tampoco se atiende temporalidad del uno al dieciocho de febrero 2026


	Parcial





Visto de esta forma, con relación a las ligas proporcionadas en los puntos 1, 7 y 8 resulta obice mencionar que para tener acceso a la liga proporcionada es necesario capturar la dirección electrónica carácter por carácter, ya que el documento digitalizado a través del cual se proporcionó las ligas no permite editar, modificar o procesar su contenido, asimismo, es imprescindible mencionar que dicha liga electrónica está compuesta por diversos caracteres, así como por mayúsculas y minúsculas, por lo que no es posible distinguir, por ejemplo, entre el carácter “i” mayúscula del carácter “L” minúscula entre otras además que una de ellas se encuentra borrosa. 
Por otra parte, se debe establecer que al proporcionar información pública es necesario que sea en un formato que no tenga ninguna restricción en el acceso o reutilización, por lo que, es necesario que los datos digitales (como ligas electrónicas), se proporcionen en un formato abierto.
Derivado de lo anterior, se considera necesario precisar que datos abiertos, conforme a la Carta Internacional de Datos Abiertos[footnoteRef:2] son datos digitales que son puestos a disposición con las características técnicas y jurídicas necesarias para que puedan ser usados, reutilizados y redistribuidos libremente por cualquier persona, en cualquier momento y en cualquier lugar. [2:  https://opendatacharter.net/principles-es/] 

En ese contexto, el artículo 3°, fracción VI y X, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, con relación, al diverso 3°, fracciones VIII y XVI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, precisan lo siguiente:
“ Dato abierto: Datos digitales de carácter público que son accesibles en línea que pueden ser usados, reutilizados y redistribuidos por cualquier persona, mismos que se conforman de diversas características, entre las cuales se encuentra que se encuentren en formatos abiertos.
Formato accesible: Conjunto de características técnicas y de presentación de la información que corresponden a la estructura lógica usada para almacenar datos de forma integral y facilitan su procesamiento digital, cuyas especificaciones estás disponibles públicamente y que permite el acceso sin restricción de uso por parte de los usuarios.

En este sentido, los datos abiertos cumplen con la finalidad de poder ser utilizados, reutilizados y redistribuidos; y que el formato de datos abiertos, debe permitir la aplicación y reproducción de la información sin estar condicionados a contraprestaciones; lo anterior no debe traducirse en la posibilidad de alteración, edición o modificación del original; entonces, podemos advertir que los documentos entregados en formato pdf, no permiten seleccionar texto, copiarlo y pegarlo; por tanto, tampoco permite que la información pueda ser utilizada, reutilizada o redistribuida, a tal grado que no resulta posible verificar el contenido de todas las ligas electrónicas, incluso si se intentan reproducir manualmente.
En función de lo planteado, resulta óbice señalar que la orientación proporcionada no puede tenerse por válida para satisfacer el derecho de acceso a la información pública, en virtud de que la liga electrónica requiere que el particular capture la liga electrónica, e incluso realizar una búsqueda entre todos los registros disponibles, insistiendo en que los puntos 1, 7 y 8 no se tienen por colmados. 

Por cuanto hace al requerimiento identificado con el numeral 2 se destaca que dicho requerimiento no formó parte de la respuesta, sin embargo, de una interpretación literal y gramatical a la esfera competencial del Sujeto Obligado se advierte que debe de generar, poseer y administrar el soporte documental requerido. 

Ahora bien, en referencia al requerimiento 3, El Sujeto Obligado asumió contar con la información requerida, sin embargo, no remitió el soporte documental identificado como cédula de base de datos, resultando procedente su entrega. 

Con relación a los puntos 4 y 9, es posible advertir que el Procurador de Niñas, Niños y Adolescentes hizo entrega información de carácter estadístico, debiendo mencionarse que que dentro de las atribuciones reservadas al órgano garante local no se encuentra la relativa a dudar de la veracidad de la información remitida por los Sujetos Obligados, por cuanto hace a su:
· Volumen
· Contenido
· Extensión

De manera complementaria, se arriba a la premisa de que el derecho de acceso a la información excluye la obligación de generar, documentos, procesar información o incluso generar soportes documentales encauzados a atender la pretensión de los particulares, es decir no tiene obligación de documentos para colmar la pretensión del particular. 
Robustece lo anterior, el criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuyo rubro y texto dispone a la literalidad los siguiente: 
“NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ELABORAR DOCUMENTOS AD HOC PARA ATENDER LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.
Resoluciones:
RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana.
RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora” [Sic]

Por consiguiente, los puntos 4 y 9 se tienen por atendidos al haber hecho entrega de la información de carácter estadístico que obra en sus archivos.  

En referencia al punto 6 (convenios) es conveniente acotar que no se tiene por atendido, bajo la consideración de que el servidor público habilitado se limitó a declinar competencia a favor de la presidencia del DIF, destacando entonces que no se realizó una búsqueda exhaustiva y razonable,  en consecuencia se inobservó el numeral 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Munciipios, cuyo texto dispone a la literalidad lo siguiente: 
“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada” (Sic)  

Por cuanto hace al punto 10 debe de señalarse que El Sujeto Obligado hizo entrega de documentos vinculados con el presupuesto asignado y ejercido correspondientes al año 2025. Respecto del soporte documental vinculado con el mes de enero 2026 no refleja egresos, asimismo, subsiste la temporalidad del uno al dieciocho de febrero de dos mil veintiseis. 

Visto de esta forma, la aseveración que emana de la respuesta del Sujeto Obligado resulta parcialmente improcedente, ya que derivado al deber de documentar, este debe contar con el soporte que servirá de base para integrar el informe trimestral que en su momento habrá de rendir ante el órgano de fiscalización del Estado. 

En suma, los puntos 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8 no se tienen por colmados. En contraste, los requerimientos 4 y 9 se tienen por atendidos. Finalmente, la materia del requerimiento 10 subsiste parcialmente. 

Inconforme con la respuesta rendida por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión en fecha veinticinco de marzo, admitiéndose el siete de abril, ambos de dos mil veintiséis. Señalando como acto impugnado y como razones o motivos de inconformidad: 
Acto Impugnado:
“La respuesta” (Sic)
Razones o Motivos de Inconformidad: 
“La respuesta entregada de manera incompleta” (Sic)

Así las cosas, hasta aquí lo expuesto, resulta inconcuso que El Sujeto Obligado no satisfizo el derecho de acceso a la información pública ejercido por El Recurrente, al tenerse por actualizada la hipotesis prevista en el artículo 179, fracciones I y V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal es el siguiente:
“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
I. La negativa a la información solicitada;
(…)
V. La entrega de información incompleta;
” [Sic]

Por otra parte, como fue mencionado en el antecedente quinto, El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en los siguientes términos:
a) “INFORME JUSTIFICADO 13-2026.pdf”: Oficio número ZIN/UIPPET/SMDIFZ/111/2026 signado por el titular de la unidad de información, planeación, programación, evaluación y transparencia, dirigido al comisionado ponente, de fecha dieciséis de abril de dos mil veintiséis, ratifica la respuesta primigenia. 

Hasta aquí lo expuesto, podemos arribar a la consideración de que mediante informe justificado no se subsanó la violación al derecho de acceso a la información pública, resultando procedente ordenar una búsqueda exhaustiva y razonable, a efecto de hacer entrega la siguiente información: 
· El o los documentos donde conste la estructura orgánica y plantilla de personal adscrito a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 
· El o los documentos donde conste el programa anual de trabajo o plan operativo de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· El o los documentos donde conste la relación estadística de asuntos atendidos desglosado por tipo caso (violencia familiar, abandono, omisión de cuidados, pensión alimenticia, restitución de derechos, etc.), mes de atención, estatus del asunto (en trámite, concluido, canalizado, judicializado, etc), del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· El o los documentos donde consten las medidas de protección dictadas o gestionadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, de manera estadística, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· Convenios de colaboración celebrados con otras dependencias, juzgados, fiscalías, instituciones educativas u organismos de la sociedad civil, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· Lineamientos, manuales, protocolos o procedimientos internos vigentes para la atención de niñas, niños y adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· El o los documentos donde consten los informes mensuales, trimestrales o anuales de actividades elaborados por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
· El o los documentos donde conste el presupuesto ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales, correspondiente al periodo comprendido del uno al treinta y uno de enero de dos mil veintiséis. 
· El o los documentos donde conste el presupuesto asignado y ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales, del periodo comprendido del uno al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 

Ahora bien, con relación al quinto punto de cumplimiento, se destaca que el derecho de acceso a la información excluye la obligación de generar, documentos, procesar información o incluso generar soportes documentales encauzados a atender la pretensión de los particulares, es decir no tiene obligación de documentos para colmar la pretensión del particular. 
Robustece lo anterior, el criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuyo rubro y texto dispone a la literalidad los siguiente: 
“NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ELABORAR DOCUMENTOS AD HOC PARA ATENDER LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.
Resoluciones:
RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana.
RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora” [Sic]

Luego entonces, para el caso de que no contar con información respecto de alguno de los rubros referidos en el punto quinto de cumplimiento, bastará con que El Sujeto Obligado así lo refiera. 

De la Versión Pública 
No pasa desapercibido que la información podría contener información susceptible de clasificar, por lo cual, dicha información debe ser clasificada para no vulnerar un derecho intangible. Aunado a que de ser en caso de contar con otra información consistente en datos personales, deberá generarse una versión pública, tal excepción a la publicidad, atiende a la coexistencia de datos públicos e información que tenga el carácter de confidencial (datos personales) o reservada, por lo que debe privilegiarse el acceso a la información bajo el principio de máxima divulgación, empero sin violar el derecho a la protección de datos personales, cuyo fundamento legal aplicable se encuentra inmerso en los numerales de la Ley de la materia, que a la letra esgrimen:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título.
[…]
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
[…]
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
(…)
Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.” [Sic]

Verbigracia, previo a poner a disposición la información correspondiente debe considerarse que tiene carácter de confidencial el Registro Federal de Contribuyentes (RFC) que no sean de proveedores, cuenta bancaria, la Clave Única de Registro de Población (CURP), domicilio particular, teléfono particular, el nombre de las personas físicas que no tengan la calidad de servidor público  o aquellos que no reciban recursos públicos, entre otros considerados como datos personales en términos de la normatividad aplicable.
En cuanto al Registro Federal de Contribuyentes de las personas físicas constituye un dato personal, ya que para su obtención es necesario acreditar ante la autoridad fiscal previamente la identidad de la persona, su fecha de nacimiento, entre otros aspectos.
Ahora bien, las personas físicas tramitan su inscripción en el registro con el propósito de realizar —mediante esa clave de identificación— operaciones o actividades de naturaleza fiscal, la cual, les permite hacer identificable respecto de una situación fiscal determinada.
Lo anterior es compartido por el ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), conforme al criterio 19/17, el cual es del tenor literal siguiente:
“REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES (RFC) DE PERSONAS FÍSICAS.
El RFC es una clave de carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial.
Resoluciones:
RRA 0189/17. Morena. 08 de febrero de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Joel Salas Suárez.
RRA 0677/17. Universidad Nacional Autónoma de México. 08 de marzo de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov. 
RRA 1564/17. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 26 de abril de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford.” [Sic]

Así, el RFC se vincula al nombre de su titular, permite identificar la edad de la persona, su fecha de nacimiento, así como su homoclave, la cual es única e irrepetible y determina justamente la identificación de dicha persona para efectos fiscales, por lo éste constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable.
En cuanto a la Clave Única de Registro de Población (CURP) en virtud de que éste se integra por datos personales que únicamente le conciernen a un particular como son su fecha de nacimiento, su nombre, sus apellidos y su lugar de nacimiento; información que permite distinguirlo del resto de los habitantes, se considera que es de carácter confidencial.
Argumento que es compartido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, conforme al criterio número 18/17 el cual refiere: 
“CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN (CURP).
La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial”. 
 Resoluciones:
RRA 3995/16. Secretaría de la Defensa Nacional. 1 de febrero de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Rosendoevgueni Monterrey Chepov.
RRA 0937/17. Senado de la República. 15 de marzo de 2017. Por unanimidad. Comisionada Ponente Ximena Puente de la Mora. 
RRA 0478/17. Secretaría de Relaciones Exteriores. 26 de abril de 2017. Por unanimidad. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana.” [Sic]

Por cuanto hace a la Clave de cualquier tipo de seguridad social (ISSEMYM u otros), está integrado por una secuencia de números con los que se identifica a los trabajadores que cubren las cuotas respectivas, asimismo, lo identifica con la fuente de trabajo; por lo que al ser una clave de identificación de los trabajadores, constituye información confidencial, dato que únicamente le atañe al servidor público, por lo que constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 2 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y  4 fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.
Por ende, en el presente caso el Sujeto Obligado debe atender las disposiciones en materia de protección de datos, a fin de salvaguardar los datos de particulares testando estos y emitir el debido Acuerdo que sustente la versión pública que se genere, ya que la clasificación de la información no se da por el simple mandato de la Ley, sino que es necesario que el Sujeto Obligado cuando clasifique un documento, ya sea en todo o en parte, debe atender lo dispuesto por la Ley de la materia, siendo que dicha clasificación es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo el deber los primeros, de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de la información, para que luego ésta se presente ante el Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y finalmente sea éste último quien apruebe, modifique o revoque la clasificación de la información solicitada.
Así, es que el Sujeto Obligado deberá cumplir con todos y cada uno de los requisitos señalados en la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y con los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la información, así como para la elaboración de Versiones Públicas; máxime que de conformidad con lo establecido en las Leyes y Lineamientos citados, para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley que expresamente le otorga el carácter de confidencial.
Ello, sin pasar por alto que la clasificación respectiva tiene que cumplirse mediante las formalidades impuestas por la ley; es decir, mediante Acuerdo debidamente fundado y motivado, en términos de los numerales 49, fracción VIII, y 132, fracciones I, II y III, de la Ley de la materia en vigor, así como los numerales Segundo, fracción XVIII, y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente establecen lo siguiente:
“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
(…)
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
(…)
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”
Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
(…)
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.
Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.
Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución del Comité de Transparnecia, el órgano garante competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la información requerida al momento de la recepción de una solicitud de acceso, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba de daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.
Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivos, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre Sujetos Obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.” (Sic)

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que éste debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.
Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.
Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 
La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.” (Sic)

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.
Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. 
El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.
En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.
Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información de la solicitante.
Lo anterior, sólo en caso de advertir información susceptible de clasificar, por ende, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril de dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.
En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por El Recurrente, por ello con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00013/DIFZINACAN/IP/2026, que ha sido materia del presente fallo. 
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y, 

SE    RESUELVE
PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00013/DIFZINACAN/IP/2026, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO realizar una búsqueda exhaustiva y razonable a fin de entregar al RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución, en versión pública de ser procedente, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de lo siguiente:
1. El o los documentos donde conste la estructura orgánica y plantilla de personal adscrito a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 
2. El o los documentos donde conste el programa anual de trabajo o plan operativo de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
3. El o los documentos donde conste la relación estadística de asuntos atendidos desglosado por tipo caso (violencia familiar, abandono, omisión de cuidados, pensión alimenticia, restitución de derechos, etc.), mes de atención, estatus del asunto (en trámite, concluido, canalizado, judicializado, etc), del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
4. El o los documentos donde consten las medidas de protección dictadas o gestionadas por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, de manera estadística, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
5. Convenios de colaboración celebrados con otras dependencias, juzgados, fiscalías, instituciones educativas u organismos de la sociedad civil, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
6. Lineamientos, manuales, protocolos o procedimientos internos vigentes para la atención de niñas, niños y adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
7. El o los documentos donde consten los informes mensuales, trimestrales o anuales de actividades elaborados por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, del periodo comprendido del uno de enero de dos mil veinticinco al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis
8. El o los documentos donde conste el presupuesto ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales, correspondiente al periodo comprendido del uno al treinta y uno de enero de dos mil veintiséis. 
9. El o los documentos donde conste el presupuesto asignado y ejercido por la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, indicando partidas presupuestales, del periodo comprendido del uno al dieciocho de febrero de dos mil veintiséis. 

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

[bookmark: _Hlk211857645]Una vez agotada la búsqueda exhaustiva y razonable, en referencia al punto 5, para el caso de no contar con convenios de colaboración en alguno de los rubros solicitados, bastará con que El Sujeto Obligado lo haga del conocimiento en términos del párrafo segundo del artículo 19 de la Ley de transparencia local. 

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al RECURRENTE vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y hágase de su conocimiento que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (AUSENCIA JUSTIFICADA) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA), EN LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRECE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
CCR/JCMA
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